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Acta N° 126 de abril 1 de 2009
Resuelve la Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia el pasado 6 de marzo, por medio del cual se sancionó a Augusto Moreno Barriga, en su calidad de gerente de la Caja Nacional de Previsión Social “CAJANAL E.I.C.E.”, con dos (2) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo mensual, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 11 de septiembre de 2008, dentro de la acción de tutela que contra la entidad promovió Oscar Antonio Rivera Ospina.




ANTECEDENTES

 

    

En el fallo aludido el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por el señor Oscar Antonio Rivera Ospina y le ordenó al representante legal de la entidad, al subgerente de prestaciones económicas y al asesor de gerencia general de la misma dentro de sus respectivas competencias, que en un término de 10 días siguientes a la notificación del mismo, revisaran la documentación concerniente a la petición elevada por el actor desde el 25 de julio de 2008 (pago de los dineros correspondientes a las mesadas pensionales por el periodo comprendido entre el 1º de junio de 2005 y el 30 de abril de 2008) para que gestionaran y emitieran en dicho lapso la respuesta de fondo.
  



Ante la manifestación del accionante, en el sentido de que para el 31 de octubre del año inmediatamente anterior, la entidad demandada no había acatado el fallo, dispuso el juzgado, en forma previa y con asidero en lo prevenido por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, requerir al Ministro de la Protección Social para que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su notificación hiciera cumplir el respectivo fallo; sin respuesta alguna, se procedió a dar inicio al incidente de desacato frente a Cajanal y su “superior jerárquico”, hecho que se les hizo saber al Ministro de Protección Social, al Gerente General, al subgerente de prestaciones económicas y al asesor de gerencia general de Cajanal. 
   



Se pronunció el Ministro aludido y manifestó que le solicitó al doctor Moreno Barriga que procediera de inmediato a requerir al subgerente de prestaciones económicas para que diera cumplimiento a la sentencia e iniciara el respectivo proceso disciplinario; precisó, además, que la dependencia a su cargo no ejerce control sobre los actos administrativos de Cajanal atendiendo a que se trata de una entidad descentralizada por servicios con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa.




Vencido el término de traslado, y con la prueba documental arrimada, se procedió a decidir lo pertinente, que fue la imposición de las sanciones atrás aludidas, lo que suscitó la consulta.



  

CONSIDERACIONES 




Dispone el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 que el fallo mediante el que se resuelva una acción de tutela debe contener, entre otras cosas, el plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún caso podrá exceder de cuarenta y ocho horas.

En desarrollo de esa previsión, y bajo un término más amplio, el juzgado ordenó en la sentencia del 11 de septiembre de 2008 (f. 2 a 7, c. 1) que dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de la misma, se diera respuesta a la solicitud impetrada por el demandante desde el 25 de julio de 2008.

Pero han pasado los días sin que hasta hoy se conozca esa contestación, no obstante el considerable margen de tiempo que ha transcurrido desde que se radicó dicha solicitud, con la ya conocida desidia de la entidad accionada ante los múltiples requerimientos de tribunales y juzgados.

   



Se hace necesario puntualizar que si bien en el fallo proferido se endilgó tal responsabilidad en cabeza no sólo del gerente general sino de otros dos asistentes de la entidad, la verdad es que en últimas y como bien lo entendió el juzgado en la providencia que puso fin al desacato, es al gerente general, doctor Augusto Moreno Barriga, a quien le incumbe la carga respectiva, si como lo tiene previsto el Decreto 65 de 2004, está dentro de sus funciones la de “Expedir los actos administrativos que contengan el estudio, liquidación y reconocimiento de prestaciones económicas y conocer los recursos que se interpongan contra los mismos.”  (art. 5º).
Entonces, aquella actitud, de absoluto silencio, que conlleva el incumplimiento de la orden del juez de tutela, no puede menos que enmarcarse dentro de lo que establece el artículo 52 del mismo decreto como un desacato, que trae como consecuencia que el juez que la impartió imponga a la persona responsable del mismo sanciones tales como el arresto hasta por 6 meses y la multa hasta por 20 salarios mínimos mensuales.

Así lo consideró el juzgado que impuso al responsable dos días de arresto y multa de un salario mínimo mensual, funcionario que ni siquiera con la notificación que con el oficio número 386 de marzo 19 último le hizo de esa doble sanción se ha preocupado por manifestarse.

  



De donde surge, sin lugar a dubitación alguna que, pese a las numerosas notificaciones tendientes a que procurara la satisfacción del derecho amparado, no hay muestra de que haya gestionado lo necesario para acatar la orden contenida en la sentencia constitucional emitida y por consiguiente no habrá más alternativa que la de confirmar el auto que se revisa, porque la decisión allí contenida viene ajustada al marco legal aludido y a la descomedida actitud, se repite, de quien representa a la entidad que, en todo caso, sigue obligado a dar respuesta a la actora, de lo cual deberá estar vigilante el juzgado.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil Familia, CONFIRMA el auto del 6 de marzo de 2009 proferido por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, en el trámite incidental que por desacato se adelantó contra Augusto Moreno Barriga, Gerente General de Cajanal E.I.C.E. 

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ
           
      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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